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2003 es un año doblemente significativo en el ámbito del derecho 
constitucional. Si desde una perspectiva interna en 2003 hemos celebrado el 
XXV aniversario de la Constitución —la más longeva de nuestra historia—, en 
la esfera externa, más concretamente en la europea, durante este año hemos 
asistido al nacimiento y desarrollo de un ambicioso proceso que ha culminado 
con la aprobación de un (todavía) proyecto de Constitución para la Unión 
Europea. 
Teniendo presente esta dialéctica de fondo, el presente trabajo va a 
girar en torno a dos ejes temáticos fundamentales: por un lado, la 
atención al devenir nacional, intensamente marcado por el balance y la 
valoración crítica de nuestra experiencia Constitucional según la inter-
pretación elaborada por el Tribunal Constitucional a lo largo de su 
existencia. Por otro, la gestación del proyecto de constitución europea a 
cargo de la Convención y cuya aprobación sitúa a la Unión Europea en una 
decisiva encrucijada por lo que a su definición existencial se refiere. A la 
luz de esta dicotomía material, sincrónica y diacrónica, no cabe duda de 
que 2003 es un punto de llegada —año constitucional— y, asimismo, de 
partida —año constituyente—. 
1. 2003. AÑO CONSTITUCIONAL 
La Constitución, en tanto que expresión de la voluntad soberana de la 
sociedad manifestada en el proceso constituyente, se afirma en nuestro 
ordenamiento jurídico como norma suprema, esto es, como punto de 
referencia obligado y determinante de la actividad de los poderes públicos. 
Desde tal perspectiva, el ordenamiento jurídico en su conjunto, y todas las 
normas que lo componen, no pueden ser sino concreta expresión de esa 
voluntad reguladora esencial que se contiene en el texto constitucional. 
Precisamente por ello, cualquier actuación pública al margen de las disposi-
ciones constitucionales no tiene cabida en el sistema jurídico. De tal 
exigencia parte la necesidad de establecer mecanismos de protección 
mediante los cuales el valor superior de la Constitución como norma sea una 
realidad efectiva y no un mero desideratum programático. 
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En consonancia con este objetivo, el Tribunal Constitucional (TC), definido 
por su ley orgánica como «intérprete supremo de la Constitución», despliega 
un protagonismo esencial en el devenir cotidiano de nuestro ordenamiento 
jurídico. La simple enumeración de sus competencias así lo pone de manifies-
to: (1) ejerce, en régimen de monopolio, a través del recurso y la cuestión de 
inconstitucionalidad, la facultad de controlar la constitucionalidad de las 
leyes; (2) garantiza, mediante el recurso de amparo, el respeto de los 
derechos fundamentales constitucionalmente proclamados; y (3) asegura el 
mantenimiento del reparto de competencias entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas (CCAA) diseñado por la Constitución y los Estatutos de 
Autonomía. 
En función de tales premisas resulta, pues, evidente que la Constitución 
no puede entenderse al margen de la interpretación que de la misma lleva a 
cabo el TC. En su condición de norma viva y en continua evolución, el tenor 
literal de sus disposiciones debe completarse necesariamente con las resolu-
ciones emanadas desde el Alto tribunal. De esta forma, cuando se cumplen 
25 años de la aprobación de la Constitución, una visión integral y una correcta 
comprensión de la misma nos obliga a dirigir nuestra mirada hacia la 
jurisprudencia del TC. 
1.1. La afirmación de la Constitución como norma suprema del 
ordenamiento jurídico 
Aprobada la Constitución, una de las primeras tareas a las que se enfrentó 
el TC fue precisamente la de afianzar la eficacia jurídica así como el carácter 
vinculante de las disposiciones constitucionales. Una vez instaurado el 
sistema democrático, no sólo resultaba obligado erradicar de nuestro orde-
namiento jurídico toda norma contrapuesta al nuevo orden establecido. 
Junto a ello, también se imponía como tarea fundamental modificar la 
mentalidad jurídica y el modus operandi de las instancias públicas —
señaladamente del Poder Judicial y la Administración— que llegaban a la 
democracia prácticamente inalteradas. Tras 40 años de dictadura, la recupe-
ración de la idea de Constitución como norma efectivamente aplicable, lejos 
de darse por descontada, suponía todo un reto. En esta difícil coyuntura 
inicial, el TC va a jugar un papel decisivo, reafirmando y haciendo realidad 
el deber de todos los poderes públicos de cumplir y aplicar las normas 
constitucionales. Rechazada la idea de Constitución como un texto meramen-
te programático y carente de eficacia práctica (STC 80/1982), el TC puso 
continuamente de manifiesto el carácter obligatorio de la misma. 
Un carácter imperativo que, por lo demás y con el transcurso de los años, 
tuvo que afirmarse también de cara al derecho comunitario originario. 
Llegado el momento de ratificar el Tratado de Maastricht, se plantearon 
serias dudas en torno a su compatibilidad con la Constitución. Los términos 
del debate giraron en torno a dos opciones: ¿puede el Estado español suscribir 
una norma internacional que modifica su texto constitucional? o por el  
contrario ¿es necesario reformar previamente la Constitución? Interrogado al 
respecto, el TC llegó a la siguiente conclusión (Decisión de 1 de julio de 1992): 
la superioridad jerárquica de la Constitución no admite excepción alguna. Si 
es voluntad del Estado asumir un tratado internacional contrario a algún 
precepto constitucional, la viabilidad de tal operación queda necesariamente 
subordinada a una previa reforma constitucional, «según lo dispuesto en su 
Título X, esto es, a través de los procedimientos y con las garantías allí 
establecidos y mediante la modificación expresa de su propio texto». 
1.2. Los Derechos Fundamentales: El banco de pruebas para el 
nuevo Estado democrático 
La recuperación de los valores democráticos en España pasaba inexorable-
mente por la rehabilitación de una serie de derechos básicos —inexistentes 
durante el franquismo— cuya raíz última aparece conectada con la dignidad 
de la persona proclamada en el artículo 10.1 CE. En tal sentido, el TC 
estableció como punto de partida (STC 25/1981) que los derechos fundamen-
tales gozan de un doble carácter, de tal manera que no sólo se componen de 
una vertiente subjetiva —en tanto que derechos individuales— sino que 
además son portadores de una dimensión objetiva en virtud de la cual se 
afirman como elementos necesarios del ordenamiento constitucional. 
Una vez sentado tal principio, inmediatamente a continuación se hizo 
necesario dar respuesta a multitud de cuestiones relativas al concreto 
entendimiento de los distintos derechos fundamentales recogidos en la 
Constitución. A este respecto, un primer interrogante a despejar fue el 
concerniente a la titularidad de los mismos. En una sociedad donde la 
presencia de extranjeros es una realidad incuestionable, la respuesta a esta 
cuestión presenta una importancia fundamental. Consciente de ello, el TC va 
a proceder a una lectura sistemática del texto constitucional que le lleva a 
formular el siguiente marco de referencia: en primer lugar, existen derechos 
que, por estar directamente relacionados con la dignidad de la persona, la 
Constitución reconoce por igual y sin excepción alguna a todo individuo, 
independientemente de su nacionalidad. En este grupo se encuentran 
derecho tan básicos como el derecho a la vida, la integridad física y moral, 
la intimidad, la libertad ideológica, la libertad personal o la tutela judicial 
efectiva. Junto a éstos, se afirman otros derechos que de ningún modo 
pertenecen a los extranjeros. Se trata, según dispone el artículo 13.2, de los 
derechos de sufragio activo y pasivo, con la excepción de las elecciones 
municipales y siempre que se cumplan los requisitos allí establecidos, a saber 
reconocimiento por ley o tratado internacional y existencia de reciprocidad 
en el mismo. Finalmente, existe una tercera categoría de derechos respecto 
de los que la Constitución no se pronuncia directamente, transfiriendo la 
facultad de reconocerlos o no a los extranjeros a la ley y los tratados 
internacionales (derechos de configuración legal). En relación a éstos últimos 
(derechos de asociación y sindicación, entre otros) el TC ha entendido que las 
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eventuales diferencias de trato establecidas entre nacionales y extranjeros 
resultan acordes con la Constitución, esto es, no implican una vulneración de 
la prohibición de discriminación contenida en el artículo 14. 
Precisamente la proclamación constitucional de la igualdad de los españo-
les ante la ley ha dado lugar a multitud de sentencias en las que el TC ha 
tomado en consideración denuncias de trato discriminatorio generadas por la 
más variada tipología de causas (nacimiento, religión, opinión, etc.) e 
imputables a distintos sujetos (públicos y privados). Subrayando la extraor-
dinaria importancia de la jurisprudencia constitucional en este ámbito, 
debemos resaltar de modo especial la doctrina sentada en relación con la 
discriminación por razón de sexo. En este sentido, el TC ha establecido la 
constitucionalidad de las medidas públicas de acción positiva, esto es, de las 
decisiones que establecen un trato más favorable para las mujeres. -La 
histórica situación de inferioridad atribuida a la mujer en la vida social, 
singularmente en el ámbito del empleo y de las condiciones de trabajo» (STC 
19/1989) sirve como argumento que justifica el trato diferenciado. La 
interdicción de la discriminación, por lo tanto, impone una actitud positiva 
por parte de los poderes públicos, los cuales no sólo están obligados a 
erradicar actuaciones negativas sino que, además, han de promover activa-
mente una situación de progresiva igualación en las condiciones existentes 
entre hombres y mujeres. 
En las antípodas de esta comprensión de la no discriminación, ha de traerse 
a colación la polémica sentencia 126/1997, en donde el TC confirmó la 
constitucionalidad del principio sucesorio vigente en el ámbito nobiliario, en 
virtud del cual se afirma la preferencia del varón —en detrimento de la 
mujer— a la hora de heredar el título. El carácter simbólico que, desde un 
punto de vista material, presenta la nobleza en nuestro Estado democrático 
es esgrimido por el TC para fundamentar la irrelevancia constitucional del 
referido mecanismo sucesorio. Sobre la base de tal razonamiento, viene a 
admitirse explícitamente en nuestro ordenamiento la existencia de un 
reducto social en el que la discriminación por razón de sexo reinante no 
genera ninguna reacción constitucional. 
No menos polémica generaron algunas de las resoluciones en las que el TC 
se ha enfrentado a los contornos constitucionales del derecho a la vida. En tal 
sentido cabe destacar la sentencia 53/1985, en la que (gracias al voto de 
calidad del presidente del TC) se decidió a favor de la constitucionalidad de 
la ley de despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo. 
Utilizando como punto de partida la idea de que el nasciturus no se incluye 
en la expresión «todos» empleada por el artículo 15 CE al proclamar el 
derecho a la vida, se llega a la conclusión de que éste no es titular de tal 
derecho. Ahora bien, ello no implica que la vida del nasciturus resulte 
jurídicamente irrelevante, ya que sobre el Estado pesa la obligación positiva 
de garantizarla. De la conjunción de ambos razonamientos va a resultar que 
la interrupción voluntaria del embarazo no se configura como un derecho  
fundamental de la mujer sino como un acto antijurídico que, sólo en los casos 
legalmente tasados, no resulta constitutivo de delito. 
En relación con la vertiente negativa del derecho a la vida, esto es, con el 
derecho a poner fin a la misma, el TC ha evitado pronunciamientos globales, 
de tal manera que la espinosa cuestión de la constitucionalidad de la 
eutanasia ha quedado, hasta el momento, sin respuesta en su jurisprudencia. 
Si bien es cierto que en su sentencia 120/90 el Tribunal afirmó que el derecho 
a la vida no incluye el derecho a disponer de ella, así como tampoco el deber 
del Estado a prestar la ayuda necesaria para ponerle fin, lo cierto es que no 
cabe atribuir eficacia general a tal conclusión. La especial situación de los 
recurrentes —presos del GRAPO en huelga de hambre— así lo justifica, ya que 
es obligación de la Administración penitenciaria salvaguardar la vida de los 
reclusos. En tales circunstancias, la asistencia médica en contra de la 
voluntad de los afectados resulta constitucionalmente admisible, sin que 
pueda considerarse un trato inhumano o degradante. Una conclusión similar 
se ha obtenido en el caso de los menores. Suscitado el conflicto entre el 
derecho a la vida de un menor y las creencias religiosas de sus padres (testigos 
de Jehová que rechazan las transfusiones de sangre), el TC ha considerado que 
el Estado no puede permanecer pasivo, debiendo intervenir —llegado el caso—
para salvaguardar la vida que corre peligro. 
A propósito de la libertad ideológica, la compatibilidad entre ésta y otros 
derechos constitucionalmente reconocidos, ha dado lugar a una profusa 
jurisprudencia constitucional en la que la fijación de los ámbitos constitucio-
nalmente accesibles a cada uno de ellos se presenta como objetivo priorita-
rio. En tal sentido, resultan particularmente expresivas las sentencias en 
donde, al hilo de la obligación de jurar la Constitución que pesa sobre los 
diputados, se afirma que el juramento no puede considerarse expresión de 
adhesión ideológica al texto constitucional. Concebido como una «fórmula 
meramente ritual», su prestación —incluso si se hace »por imperativo legal», 
según la modalidad utilizada por los diputados de Herri Batasuna— únicamen-
te pone de manifiesto el deber de los cargos públicos de «actuar con sujeción 
a la Constitución». La libertad ideológica, pues, incluye también el derecho 
a profesar una ideología contraria al texto constitucional. El único límite que 
ha de ser respetado es el de no imponerla a través de medios 
anticonstitucionales, debiendo acudir a los mecanismos de reforma expresa-
mente previstos a tal efecto. 
Otro límite a la libertad ideológica, pero también a la libertad de 
expresión, lo constituye el derecho al honor, tanto de los individuos como de 
las colectividades en las que éstos se integran. Para el Tribunal, tales 
libertades no comprenden el derecho a efectuar manifestaciones, expresio-
nes o campañas de carácter racista o xenófobo, ya que «el derecho al honor 
de los miembros de un pueblo o etnia, en cuanto protege y expresa el 
sentimiento de la propia dignidad, resulta, sin duda, lesionado cuando se 
ofende y desprecia genéricamente a todo un pueblo o raza, cualesquiera que 
sean» (STC 241/1991). 
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En cuanto a la aconfesionalidad del Estado, proclamada en el artículo 16.3 
CE, el TC ha declarado la imposibilidad de que «los valores o intereses 
religiosos se erijan en parámetros para medir la legitimidad o justicia de las 
normas y actos de los poderes públicos ... vedando cualquier tipo de confusión 
entre funciones religiosas y funciones estatales» (STC 24/1982). En función 
de tal premisa, se concluye que la eficacia civil de las sentencias dictadas por 
tribunales eclesiásticos no es automática, dependiendo de que un tribunal 
civil las declare ajustadas al derecho estatal (STC 66/1982). De igual modo, 
la asistencia religiosa de signo católico a los miembros de las fuerzas armadas, 
no sólo no tiene carácter obligatorio puesto que su recepción es libre, 
además, su prestación no excluye la asistencia a los miembros de otras 
confesiones religiosas. 
Las conflictivas relaciones entre los derechos al honor y a la información 
han dado ocasión al TC para crear una elaborada doctrina cuyos hitos 
esenciales giran en torno a las siguientes consideraciones. En el punto de 
partida, aplicando (STC 129/1989) la idea del doble carácter de los derechos 
fundamentales al ámbito específico de las libertades recogidas en el artículo 
20 de la Constitución, se pone de manifiesto que éstas, además de ser 
derechos fundamentales de la persona «también significan reconocimiento y 
garantía de la opinión pública libre, que es una institución ligada de manera 
inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado democrático». 
Consecuentemente, gozan de «de una eficacia que trasciende a la común y 
propia de los demás derechos fundamentales». De tal afirmación, sin 
embargo, no cabe deducir que el derecho a la información se imponga siempre 
y en todo caso. Para que ello suceda, el TC ha establecido una serie de 
requisitos cuyo cumplimiento resulta obligado. En primer lugar, la informa-
ción ha de tener relevancia pública, refiriéndose a asuntos cuyo conocimiento 
puede tener interés para los ciudadanos (trascendencia social). Desde esta 
perspectiva, el contenido del derecho al honor que asiste a las personas 
públicas se reduce, puesto que en virtud de su condición se encuentran más 
expuestas a posibles intromisiones en tal esfera. Como contrapartida, tal 
razonamiento implica que, cuando la información aparece referida a perso-
nas privadas, el derecho al honor alcance su más alta eficacia. O para decirlo 
con palabras del propio TC es «la relevancia comunitaria y no la satisfacción 
de la curiosidad ajena ... lo único que puede justificar la exigencia de que se 
asuman aquellas perturbaciones o molestias ocasionadas por la difusión de 
una determinada noticia» (STC 20/1992). La forma en la transmisión de la 
información debe resultar -apropiada», excluyéndose expresamente insultos 
o expresiones vejatorias que, de ninguna manera, contribuyen a la formación 
de la opinión pública (STC 105/1990). Finalmente, el carácter veraz de la 
información constitucionalmente exigido no se proyecta sobre el contenido 
de la misma, exigiéndose que se verdadera. Para el TC, la veracidad aparece 
conectada con la diligencia del profesional que la transmite, ya que nuestro 
«ordenamiento no presta su tutela a conductas negligentes, ni menos a la de 
quien comunique como hechos simples rumores o, peor aún, meras invencio- 
nes o insinuaciones insidiosas, pero sí ampara en su conjunto, la información 
rectamente obtenida y difundida, aun cuando su total inexactitud sea 
controvertible» (STC 6/1988). 
En relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos 
públicos a través de sus representantes, la sentencia 20/1983 va a sentar un 
principio que, a la luz de los recurrentes fenómenos de transfuguismo que 
impregnan la realidad política de nuestro país, va a resultar muy controver-
tido. En opinión del TC, entre la ciudadanía y sus representantes se establece 
un vínculo directo y exclusivo que, en modo alguno, puede ser alterado por 
la voluntad de los partidos políticos en los que se éstos aparecen integrados. 
Tal planteamiento trae consigo que los elegidos no puedan ser privados de su 
función -por una decisión que no emana de los propios electores», esto es, 
si no es por medio de la voluntad popular expresada en las urnas. Así pues, la 
norma en la que se establecía (artículo 11.7 de la Ley 39/1978 de elecciones 
locales) que la expulsión de un concejal de un partido político implica la 
pérdida automática de su condición de representante municipal, es declarada 
inconstitucional. La idea de fondo que se pone de manifiesto en esta 
sentencia no admite dudas: El escaño no pertenece al partido, sino al 
representante. Tal afirmación, sin embargo, no ha sido óbice para que el 
Tribunal reconozca sin ambages el rol esencial que desarrollan estas organi-
zaciones a la hora de conformar y expresar la voluntad popular, contribuyen-
do decisivamente a la realidad de la participación política de los ciudadanos 
en los asuntos públicos (STC 48/2003). 
También en el terreno de la participación ciudadana, pero aplicada al 
ámbito concreto de las relaciones laborales, el TC asumió —desde sus 
primeras sentencias en la materia— un acusado protagonismo, de forma 
particularmente destacada en relación con la libertad sindical. En conexión 
con la función que el artículo 7 CE otorga a los sindicatos, y utilizando como 
parámetro interpretativo lo dispuesto por los específicos convenios de la OIT, 
viene a incorporar al contenido de este derecho, una necesaria vertiente 
activa o dinámica que no aparece explícitamente recogida en el texto del 
artículo 28 CE: son los denominados derechos de acción sindical (STC 37/ 
1983). La impronta social que define a nuestro Estado (artículo 1.1 CE) exige 
de éste el desarrollo de una actitud positiva, creando las condiciones 
adecuadas para que el derecho de libertad sindical pueda ser ejercido 
libremente por tanto por los trabajadores como por las organizaciones que los 
representan. Ello implica que no se produzcan indebidas ingerencias por parte 
de los poderes públicos. Ahora bien, la virtualidad de este fundamental 
derecho no se agota aquí, extendiendo sus efectos también de cara al 
empresario. De esta forma, aunque las exigencias del normal desarrollo de la 
actividad productiva (en definitivas cuentas, el derecho fundamental a la 
libertad de empresa consagrado en el artículo 38 CE) actúan como límite al 
ejercicio de la actividad sindical, ésta goza de un ámbito constitucionalmente 
garantizado cuya extensión se incrementa de manera proporcional a la 
implantación del sindicato (concepto de sindicato más representativo). 
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Para cerrar el capítulo de los derechos fundamentales, mención especial 
merece el tratamiento recibido por el derecho de propiedad en la jurispru-
dencia constitucional. En consonancia con el carácter social de nuestro 
Estado, tal derecho queda ligado de modo ineludible al desarrollo de una 
función social y al servicio de los intereses generales de la comunidad. Como 
consecuencia de ello, el instituto de la expropiación forzosa experimenta una 
esencial revisión, convirtiéndose «de límite negativo del derecho absoluto de 
propiedad, en instrumento positivo puesto a disposición del poder público 
para el cumplimiento de sus fines de ordenación y conformación de la 
sociedad» (STC 166/1986). Precisamente en relación con este derecho 
encontramos la que, sin lugar a dudas, es la resolución constitucional que 
mayor polémica ha producido tanto de cara a la opinión pública como en el 
ámbito jurídico. Nos estamos refiriendo a la STC 111/1983, en la que la 
expropiación por decreto-ley del holding de empresas RUMASA se consideró 
conforme con la Constitución. La discrepancia generada en el seno del 
tribunal alcanzó tal intensidad que, no sólo fue necesario el voto de calidad 
de su presidente para dirimir el conflicto suscitado sino que, además, los 6 
magistrados contrarios a la constitucionalidad del decreto-ley suscribieron en 
bloque un voto particular contra los razonamientos esgrimidos por la mayoría. 
El núcleo esencial de la discrepancia giró en torno al hecho de que el TC no 
entrara a valorar la operación expropiatoria por decreto-ley, alegando que 
éste había sido posteriormente convertido en ley. Desaparecido el objeto del 
proceso, la mayoría del Tribunal consideró, contradiciendo abiertamente 
afirmaciones precedentes contenidas en la misma sentencia, que no cabía 
pronunciarse sobre los límites materiales que, por imperativo constitucional, 
pesan sobre este instrumento jurídico. De esta forma, la cuestión planteada 
en el recurso quedó resuelta sin entrar en el fondo del asunto. 
1.3. La construcción del Estado de las Autonomías: de la relativa 
indeterminación constitucional a la concreción jurispru- 
dencial 
La acentuada indeterminación que caracteriza al Título VIII de la Consti-
tución, dedicado a la organización territorial del Estado, resulta determinan-
te para entender el marcado protagonismo desarrollado por el TC en esta 
materia. Fruto del acuerdo entre las fuerzas políticas que participaron en el 
proceso constituyente, dicho título es expresión de un consenso básico 
directamente reflejado en la mayor parte de sus preceptos. Establecidos unos 
principios mínimos e incuestionables, el Título VIII de la Constitución deja 
abiertas múltiples cuestiones. De ahí que, la labor de concreción legislativa 
que, como norma general, exigen las disposiciones constitucionales se vea 
sustancialmente incrementada en este terreno. La relativa indefinición 
constitucional, pues, da lugar a muy diversas interpretaciones por parte de 
los sujetos implicados y, por ende, a una mayor litigiosidad en este ámbito. 
En el punto de partida de la jurisprudencia constitucional encontramos una 
afirmación de incuestionable importancia: cerrando el paso a posibles 
interpretaciones reduccionistas se afirma el carácter político de la autono-
mía, en tanto que capacidad de autogobierno. Quiere esto decir que la 
autonomía es un principio dotado de contenido sustancial gracias al cual las 
CCAA gozan de capacidad para elaborar leyes en los ámbitos competenciales 
que les son propios. Excluido que autonomía sea sinónimo de soberanía 
(cualidad que únicamente se predica del Estado), la constatación de la 
dimensión política propia del principio autonómico, lleva aparejadas funda-
mentales consecuencias. En tal sentido, destaca la aseveración de que la 
autonomía implica inevitablemente la diversidad en la regulación de los 
derechos y deberes de los ciudadanos. Preservado un mínimo común denomi-
nador que ha de aplicarse de modo uniforme en todo el territorio nacional 
(artículo 139 CE), las eventuales diferencias existentes entre las distintas 
CCAA no sólo resultan constitucionalmente admisibles sino que son inherentes 
al carácter descentralizado de nuestro Estado (STC 37/1981). 
Por su parte, a la figura del Estatuto de Autonomía —definido en el artículo 
147.1 CE como «norma institucional básica de la Comunidad Autónoma»— se 
le atribuye una función primordial. Junto con la Constitución, aparece 
configurado como parámetro de referencia ineludible a la hora de enjuiciar 
la constitucionalidad de las normas que afectan a una Comunidad Autónoma 
(STC 18/1982). Ello es así porque la Constitución no establece directamente 
qué competencias corresponden a las CCAA y cuáles al Estado: fijada en los 
artículos 148 y 149 CE una distribución competencial entre éstas y el Estado, 
su definitiva concreción dependerá de lo que disponga concretamente cada 
Estatuto. Por ello, para la resolución de un conflicto competencial entre el 
Estado y las CCAA, las solas disposiciones constitucionales no bastan, siendo 
necesario también incorporar las previsiones estatutarias. En esta línea, el TC 
afirmó, en su fundamental sentencia 76/1983 (que resolvió el recurso previo 
de inconstitucionalidad contra el proyecto de LOAPA) que ninguna ley del 
Estado, al margen de una ley de reforma constitucional, puede modificar 
directa o indirectamente un Estatuto de Autonomía. De esta forma, la 
posibilidad de que el Estado, alegando razones de interés general, pueda 
incidir en las competencias de las CCAA, a través de una ley de armonización 
(artículo 150.3 CE), queda sustancialmente reducida. Configurada como 
excepción al sistema general de fijación de competencias constitucionalmen-
te establecido en los artículos 148 y 149, el Estado sólo podrá recurrir a este 
instrumento normativo cuando «no disponga de otros cauces constitucionales 
para el ejercicio de su potestad legislativa o éstos no sean suficientes para 
garantizar la armonía exigida por el interés general». 
De las cláusulas contenidas en el artículo 149.3 CE, es en relación a la que 
establece el carácter supletorio del derecho estatal frente al autonómico 
donde el TC se ha expresado con mayor contundencia. En la controvertida 
sentencia 61/1997 (que declaró la inconstitucionalidad de la ley estatal del 
suelo), va a establecerse que cuando una competencia pertenece con 
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carácter exclusivo a las CCAA, «la cláusula de supletoriedad no permite que 
el derecho estatal colme, sin más, la falta de regulación autonómica en una 
materia». Sobre la base de este argumento, se pretende poner fin a las leyes 
estatales referidas a materias que son de competencia exclusiva autonómica 
y en relación a las cuales no resultan admisibles. 
2. 2003: AÑO CONSTITUYENTE. LOS TRABAJOS DE LA CONVEN-
CIÓN 
En julio de 2003, tras diecisiete meses de intensos debates, la Convención 
sobre el futuro de Europa concluyó sus trabajos y presentó sus conclusiones 
al Presidente del Consejo Europeo. Se cumplía así con el mandato que, en 
diciembre de 2001, en Laeken, dicho Consejo había dado a la Convención 
creada ex profeso en la Decisión que se adoptó en esa misma ciudad. El 
mandato recibido tenía como objetivo «garantizar una preparación lo más 
amplia y transparente posible de la próxima Conferencia Intergubernamental», 
por lo que «dicha Convención tendrá el cometido de examinar las cuestiones 
esenciales que plantea el futuro desarrollo de la Unión e investigar las 
distintas respuestas posibles». La Convención ejecutaría el mandato presen-
tando finalmente un documento completo, sistemático y exhaustivo, como 
corresponde a la naturaleza de todo texto adjetivado de constitucional: «la 
Convención, ejecutado el mandato que le confiere el Consejo Europeo de 
Laeken, ha concluido. Con la presentación del proyecto de Tratado por el que 
se instituye una Constitución para Europa y del presente informe, su 
Presidencia da por cumplida su misión y termina pues su labor» (cursiva 
nuestra). 
Pese a lo que pudiera parecer, la Convención, presidida por Valéry Giscard 
d'Estaing, no se extralimitó en sus trabajos. De hecho, la idea de una 
Constitución para Europa aparece expresamente citada en la Declaración de 
diciembre de 2001: «Por último, se plantea la cuestión de si esta simplifica-
ción y reorganización no deberían conducir en un plazo a la adopción de un 
texto constitucional». Para, a continuación, preguntarse cuales deberían ser 
los núcleos esenciales de un texto calificado desde entonces como de 
constitucional: «¿Cuáles deberían ser los elementos básicos de esa Constitu-
ción: los valores que la Unión profesa, los derechos fundamentales y los 
deberes de los ciudadanos o las relaciones de los Estados miembros dentro de 
la Unión?». La pretensión de lograr un texto constitucional se intuye a lo largo 
de todo el texto de la Declaración de Laeken, pues los citados elementos 
básicos se infieren de los retos a los que la Convención debía dar respuesta 
al objeto de presentar un documento de trabajo, «documento final», «que 
servirá de punto de partida para los debates de la Conferencia 
Intergubernamental». Cuestión distinta es la legitimidad que se arrogarían 
con posterioridad los convencionales. En efecto, desde su constitución, y en 
gran medida aquí ha contado y mucho la personalidad de su Presidente, los  
convencionales tuvieron la sensación de ser los protagonistas de un proceso 
constituyente. De hecho, tal «Asamblea Constituyente» no ha tenido pudor 
alguno a la hora de solicitar a la Conferencia Intergubernamental que acepte 
en su integridad el texto propuesto, es decir, que, en lo posible, no enmiende 
lo que con prácticamente unanimidad ha sido aprobado por la Convención. Tal 
presunción de legitimidad originaria por parte de la Convención vino dada en 
buena medida, de una parte, por lo heterogéneo de su composición (15 
representantes de los Jefes de Estado y Gobierno, 30 miembros de los 
Parlamentos nacionales, 16 miembros del Parlamento Europeo, 2 represen-
tantes de la Comisión, más los representantes de los países candidatos a 
ingresar en la Unión) y, de otra, por la participación de la sociedad civil en 
el proceso, bien directamente en el encuentro que en junio de 2002 se celebró 
en Bruselas, bien a través de la página web de la Convención, instrumento 
mediante el cual se han podido consultar todos los documentos oficiales y se 
han podido hacer llegar aportaciones de la sociedad civil (entre otras, de 
organizaciones no gubernamentales, profesores universitarios, mundo em-
presarial y sindical y de otros sectores. En concreto, un total de 1.264 
contribuciones; ver, http: \\european-convention.eu.int). En cualquier caso, 
el informe de Eurostat de 2003 sobre el grado de conocimiento del Proyecto 
de Constitución por la sociedad europea ofrece índices alarmantemente 
bajos. 
Volviendo, pues, a los retos a las que la Convención debía dar respuesta, 
conviene resaltar el deseo expresado en el Consejo de Niza, previo al de 
Laeken, de hacer una Unión más democrática, transparente y eficaz. Más 
concretamente, cómo acercar a los ciudadanos el proyecto europeo y las 
instituciones europeas, cómo organizar los poderes de la Unión y cómo 
conjugar su espacio político con el de los Estados que la integran y, por último, 
cómo hacer que la Unión se procure un espacio en un mundo multipolar y 
globalizado. Estas preguntas de carácter general sólo podían ser contestadas 
resolviendo previamente otras de naturaleza más específica. 
2.1. Un mejor reparto y definición de las competencias de la 
Unión Europea 
En primer lugar, el documento del Consejo de diciembre de 2001 se 
plantearía como objetivo el realizar un mejor reparto y definición de las 
competencias de la Unión Europea. Es un hecho, se afirma en el documento, 
que los ciudadanos tienen a veces la impresión de que existen ámbitos donde 
las expectativas de intervención de una Unión Europea fuerte y compacta se 
ven frustradas ante la imposibilidad de alcanzar un acuerdo en ese ámbito. 
La lógica estatal, podría decirse, se impone a la lógica europea. Sin embargo, 
hay otros espacios en los que sucede precisamente lo contrario. Materias en 
las que sería deseable una mayor competencia de los Estados o de las regiones 
con competencia legislativa son proclives a una intervención de la Unión en 
exceso detallista y, por consiguiente, homogeneizante, perdiéndose en el 
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camino el ethos de Europa, que puede definirse con la expresión «unida en 
la diversidad» (expresión incorporada en el Preámbulo del Proyecto de 
Constitución). Así pues, la Convención hubo de dar respuesta a estos 
interrogantes, proponiéndose en el Proyecto de Tratado un mejor ajuste del 
reparto entre competencias exclusivas de la Unión, competencias de los 
Estados miembros y competencias compartidas. Mas una vez aclarado el 
reparto y la atribución de competencias (art. 9.2 del Proyecto), sobre todo 
por lo que hace a las exclusivas tanto de un ente político como del otro, el 
terreno difuso de las competencias compartidas requiere de la introducción 
de principios jurídicos que puedan ser utilizados para delimitar con precisión 
y, en su caso, control judicial, hasta dónde pueden llegar y cuánto deben 
penetrar las políticas de la Unión en un concreto ámbito para, a renglón 
seguido, decidir qué instrumentos jurídicos son los más apropiados para 
ejecutar dicha intervención en su justa medida. ¿Cómo articular, pues, los 
principios de subsidiariedad y proporcionalidad en el Proyecto de Constitu-
ción? 
La Convención creo al efecto un grupo de trabajo n° 1, denominado «de la 
subsidiariedad», con la expresa intención de abordar la cuestión. Sus 
conclusiones finalmente tomarían cuerpo jurídico en el Proyecto de Consti-
tución (artículo 9.3) y en un Protocolo anejo titulado «Protocolo sobre la 
aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad» al que dicho 
artículo 9 se remite. El principio de subsidiariedad, se recuerda en las 
conclusiones del grupo, se incorporó como tal al Derecho Comunitario en el 
Tratado de Maastricht con la intención de limitar la actuación de la Unión 
Europea, en el terreno de las competencias compartidas, «cuando la Unión 
efectivamente está en condiciones de actuar con mayor eficacia que los 
Estados miembros considerados individualmente». Desde entonces dicho 
principio ha presidido la elaboración y ejecución de la legislación europea, 
siendo controlado su respeto y aplicación por el Tribunal de Justicia que, sin 
embargo, sólo podía actuar después de la adopción de los actos legislativos. 
Una mayor eficacia del principio se lograría si el principio de subsidiariedad 
informase el proceso de elaboración de las leyes desde el mismo momento de 
su gestación. A tal efecto, el grupo de trabajo propuso, y la Convención 
aceptó, que la Comisión adjuntase a sus propuestas legislativas una «ficha de 
subsidiariedad», de tal forma que en ésta se indiquen «las razones que 
justifiquen la conclusión de que un objetivo de la Unión puede alcanzarse 
mejor a nivel de ésta», haciendo saber los indicadores cualitativos y, cuando 
sea posible, cuantitativos que justifican tal decisión. 
Otra de las decisiones del grupo de trabajo n° 1 igualmente aceptadas en 
el Proyecto ha sido la instauración de un mecanismo de «alerta precoz». 
Mediante dicho mecanismo se faculta a los parlamentos nacionales —y esta 
es otra gran novedad, pues es la primera vez en la historia de la Unión que se 
le reconoce a los parlamentos nacionales participación directa— para expre-
sar su opinión sobre la adecuación de la propuesta legislativa al principio de 
subsidiariedad, en la primera fase del procedimiento legislativo. Concreta- 
mente, en el artículo 9.3 del Proyecto se afirma: «Los parlamentos nacionales 
velarán por el respeto de dicho principio de conformidad con el procedimien-
to establecido en el Protocolo mencionado». Y en el artículo 5 del citado 
Protocolo se dice que «todo parlamento nacional de un Estado miembro o toda 
cámara de parlamento nacional podrá, en el plazo de seis semanas a partir 
de la fecha de transmisión de la propuesta legislativa de la Comisión, enviar 
a los Presidentes del Parlamento Europeo, del Consejo de Ministros y de la 
Comisión un dictamen motivado que exponga las razones por las que se 
considera que la propuesta no se ajusta al principio de subsidiariedad». En el 
caso de que el número de dictámenes motivados por los parlamentos 
nacionales represente la cifra de un tercio del total de votos, la Comisión se 
verá obligada a volver a estudiar su propuesta, pudiendo en su caso mante-
nerla, modificarla o reiterarla. En cualquier caso, la Comisión habrá de 
motivar su decisión. Asimismo, se otorga a los parlamentos nacionales que 
hayan activado el mecanismo de alerta precoz, al igual que al Comité de las 
Regiones respecto de actos legislativos para cuya adopción la Constitución 
requiera su consulta, legitimación para interponer un recurso ante el Tribunal 
de Justicia por incumplimiento del principio de subsidiariedad. 
En cuanto al principio de proporcionalidad, éste queda reconocido en el 
artículo 9.4 del Proyecto con la siguiente redacción: «En virtud del principio 
de proporcionalidad, el contenido y la forma de la acción de la Unión no 
excederán de lo necesario para alcanzar los objetivos de la Constitución». Así 
pues, en la medida que el principio de proporcionalidad es instrumental del 
de la subsidiariedad, su virtualidad se reduce a la obligación de la Comisión 
de motivar igualmente sus iniciativas legislativas respecto de este principio. 
Sobre este primer bloque queda que hagamos alguna referencia al 
«reajuste» que el Proyecto de Constitución ha operado en el reparto de 
competencias entre la Unión y los Estados miembros. A sabiendas de que éste 
es un asunto permanentemente irresuelto, nos referiremos exclusivamente 
a las cláusulas generales incorporadas en el Título III de la Parte 1 del Proyecto 
de Constitución. Así, debemos comenzar afirmando que «en virtud del 
principio de atribución, la Unión actúa dentro de los límites de las competen-
cias que le atribuyen los Estados miembros en la Constitución, con el fin de 
lograr los objetivos que ésta determina». En su vertiente negativa, el 
principio de atribución limita con carácter absoluto la competencia de la 
Unión en aquellas materias no expresamente atribuidas: «Toda competencia 
no atribuida a la Unión en la Constitución corresponde a los Estados 
miembros» (art. 9.2 del Proyecto). Ahora bien, el ejercicio de las competen-
cias atribuidas por la Constitución a la Unión, así como la Constitución misma, 
primarán sobre el Derecho de los Estados miembros (art. 10.1 del Proyecto), 
con lo que ello tiene de repercusión constitucional a nivel interno. 
Por último, y en este terreno algo se ha avanzado, el Proyecto de Tratado 
constitucional delimita la categoría de competencias entre exclusivas, 
compartidas y las llamadas medidas de coordinación, apoyo o complemento. 
Respecto de las primeras, cabe decir que en caso de competencias exclusivas 
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sólo la Unión podrá legislar y adoptar acuerdos jurídicamente vinculantes, 
mientras que los Estados únicamente podrán hacerlo si la Unión les autoriza 
a ello o para aplicar los actos adoptados por ésta (art. 11.1 del Proyecto). En 
el artículo 12 se trascriben las competencias que tendrán este carácter: 
normas sobre la competencia, política monetaria para los Estados que hayan 
adoptado el euro, política comercial común, unión aduanera y conservación 
de los recursos biológicos marinos dentro de la política pesquera de la Unión. 
Como puede observarse todas ellas son competencias transversales por lo que 
su incidencia abarca un indefinido ámbito material de actuación. En cuanto 
a las competencias compartidas, cabe señalar el carácter supletorio del 
derecho estatal y el carácter compartido de la competencia, en la medida, 
como hemos visto, de la incidencia que en este terreno común tienen los 
principios de subsidiariedad y proporcionalidad: «Cuando la Constitución 
atribuya a la Unión una competencia compartida con los Estados miembros en 
un ámbito determinado, la Unión y los Estados miembros tendrán potestad 
para legislar y adoptar actos jurídicamente vinculantes en dicho ámbito. Los 
Estados miembros ejercerán su competencia en la medida en que la Unión no 
hubiere ejercido la suya o hubiere decidido dejar de ejercerla» (artículo 11.2 
del Proyecto). En todo caso, como se ha dicho, el ámbito de las competencias 
compartidas viene presidido por el principio de atribución («...cuando la 
Constitución le atribuya una competencia...», artículo 13. 1 del Proyecto). En 
concreto, la Unión tendrá competencia compartida con los Estados en los 
siguientes ámbitos principales: mercado interior, espacio de libertad, segu-
ridad y justicia, agricultura y pesca, el transporte y las redes europeas, la 
energía, la política social, la cohesión económica, social y territorial, el 
medio ambiente, la protección de los consumidores y los aspectos comunes 
de seguridad en materia de salud pública (art. 13.2 del Proyecto). 
Durante los trabajos de la Convención merecieron especial atención las 
denominadas competencias complementarias que, finalmente, con intención 
clarificadora, acabarían denominándose «acciones de apoyo, coordinación o 
complemento» (art. 16 del Proyecto). El Grupo de trabajo n° 5 de la 
Convención además de recomendar el citado cambio de denominación 
propuso que, en el ámbito de tales medidas, la legislación nacional no pueda 
ser sustituida por una acto legislativo europeo y que tales medidas sólo 
puedan ser aplicadas cuando exista un interés común de la Unión y de los 
Estados miembros. Concretamente, la Unión podrá llevar a cabo acciones de 
apoyo, coordinación o complemento en los siguientes ámbitos: industria, 
protección y mejora de la salud humana, educación, formación profesional, 
juventud y deporte (programa Sócrates-Erasmus), cultura y protección civil. 
En cualquier caso, la acción jurídica de la Unión en estos ámbitos no puede 
conllevar la armonización de disposiciones legislativas y reglamentarias de los 
Estados miembros (art. 16.3 del Proyecto). 
Por último, y ya fuera del esquema competencias exclusivas, compartidas 
y medidas de apoyo, el Proyecto de Constitución menciona en el artículo 14 
la «coordinación de las políticas económicas y de empleo» y en el art. 15 las  
competencias de la Unión relativas a la «política exterior y de seguridad 
común». Respecto de la primera, el Proyecto atribuye a la Unión la compe-
tencia para adoptar medidas con miras a garantizar tanto las políticas 
económicas de los Estados miembros como las políticas de empleo de los 
mismos. En el primer caso, adoptando las orientaciones generales de dichas 
políticas; en el segundo, adoptando las directrices de dichas políticas. Sin 
embargo, en el artículo 11 del Proyecto, donde se recoge la categoría de las 
competencias, es decir, donde se especifica su intensidad y los efectos que 
despliega sobre las legislaciones estatales, no se dice nada sobre las compe-
tencias de coordinación referidas. En cuanto, a la competencia de la Unión 
en materia de política exterior y de seguridad común, ésta se propone como 
superpuesta a la competencia natural de los Estados en este terreno, por lo 
que el principio de lealtad es el único que puede operar en un ámbito material 
concurrente: «Los Estados miembros apoyarán activamente y sin reservas la 
política exterior y de seguridad común de la Unión, con espíritu de lealtad y 
solidaridad mutua, y respetarán los actos que adopte la Unión en este ámbito. 
Se abstendrán de toda acción contraria a los intereses de la Unión o que pueda 
mermar su eficacia». 
El sistema de reparto competencial se cierra con la cláusula de flexibili-
dad, a la que, pese a las críticas que se le han dirigido, se le han añadido un 
mayor número de garantías. Si bien se trata de una manifestación soberana 
a favor de la Unión («Kompetenz-Kompetenz»), es innegable que los Estados 
siguen siendo «dueños» de las competencias atribuidas a la Unión: «Cuando 
se considere necesaria una acción de la Unión en el ámbito de las políticas 
definidas en la Parte III para alcanzar uno de los objetivos fijados en la 
presente Constitución, sin que ésta haya previsto los poderes de actuación 
necesario al efecto, el Consejo de Ministros, por unanimidad, a propuesta de 
la Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo, adoptará las 
disposiciones pertinentes» (art. 17.1 del Proyecto). 
2.2. La simplificación de los instrumentos de la Unión 
El documento de Laeken mostraba igualmente su preocupación sobre el 
cómo actúa la Unión y cuáles son los instrumentos que utiliza para ello. En 
efecto, las modificaciones sucesivas de los Tratados constitutivos han conlle-
vado habitualmente la proliferación de instrumentos de actuación, no 
resultando pues ocioso preguntarse si no debería reducirse el número de 
instrumentos y si éstos no deberían quedar en el texto constitucional mejor 
definidos. En concreto se proponían las siguientes cuestiones: ¿Debe 
introducirse una distinción entre medidas legislativas y medidas de aplica-
ción? ¿Debe reducirse el número de instrumentos legislativos: normas direc-
tas, legislación marco e instrumentos no vinculantes? ¿Es o no deseable 
recurrir más a menudo a la legislación marco, que deja más margen a los 
Estados miembros para realizar los objetivos políticos? 
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La Convención creó al efecto un grupo de trabajo denominado «Simplifi-
cación». El análisis de este grupo viene a coincidir con la preocupación 
manifestada por el Consejo Europeo en Niza y Laeken y sus objetivos no eran 
otros que hacer más inteligible el sistema europeo, así como reforzar la 
legitimidad democrática de los actos de la Unión Europea. «En la actualidad, 
se afirma en el informe final del citado grupo, existen 15 instrumentos 
(Reglamento, Convenio (TCE, TUE), Directiva, Decisión Marco, Decisión 
(Título V, TUE y Título VI, TEU), Principios y Orientaciones generales, 
Estrategia común, Acción común, Posición común (Título V, TEU y Título VI, 
TEU), Recomendación y Dictamen). «El Grupo opina que los efectos de 
algunos de estos instrumentos no son sustancialmente diferentes, por lo que 
sería deseable proceder a su fusión; otros instrumentos que sólo se han 
utilizado en contadas ocasiones podrían suprimirse. Por consiguiente, el 
Grupo recomienda que sólo existan seis instrumentos que cubrirían toda la 
gama de situaciones. De facto, esta simplificación supone el final de la 
clasificación de las políticas en «pilares» (cada pilar contaba con instrumen-
tos y procedimientos específicos). El Grupo recomienda también que, en 
algunos casos, se modifiquen las denominaciones de los instrumentos para 
lograr se entienda mejor su valor». Los seis instrumentos propuestos por el 
Grupo acabarían por incorporarse como únicos instrumentos al Proyecto de 
Tratado. 
a) La Ley y la Ley marco serán instrumentos obligatorios y tendrán 
naturaleza de actos legislativos. Para su aprobación se aplica el 
procedimiento de codecisión, es decir, el concurso de voluntades del 
Consejo de la Unión Europea y del Parlamento Europeo, ambos órganos 
colegisladores, correspondiéndole a la Comisión la competencia para 
proponer las iniciativas legislativas. En el artículo 32.1 del Proyecto se 
afirma: «La ley europea es un acto legislativo de alcance general. Será 
obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada 
Estado miembro. La ley marco europea es un acto legislativo que obliga 
al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que debe 
conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la 
competencia de elegir la forma y los medios». 
b) El Reglamento no es un acto legislativo sino el instrumento bajo el que 
se incluyen los actos delegados y de ejecución. «El reglamento europeo 
es un acto no legislativo de alcance general que tiene por objeto la 
ejecución de actos legislativos y de determinadas disposiciones parti-
culares de la Constitución. Podrá bien ser obligatorio en todos sus 
elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro, o bien 
obligar al Estado miembro en cuanto al resultado que debe conseguirse, 
dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la competencia de 
elegir la forma y los medios» (art. 32.1 y 35 del Proyecto). 
c) La Decisión podrá o no referirse a destinatarios particulares. En todo 
caso son actos obligatorios, correspondiendo su aprobación tanto al 
Consejo de Ministros como al Consejo, aunque también al Banco Central 
Europeo cuando la Constitución lo autorice. -La decisión europea es un 
acto no legislativo obligatorio en todos sus elementos. Cuando en la 
decisión se designen los destinatarios de la misma, sólo será obligatoria 
para éstos» (art. 32.1 y 34 del Proyecto). 
d) «Las recomendaciones y los dictámenes, adoptados por las institucio-
nes no revestirán carácter vinculante» (art. 32.1 del Proyecto). 
La ejecución de los actos de la Unión jurídicamente obligatorios compete, 
prima facie, a los Estados: «Los Estados miembros adoptarán todas las 
medidas de Derecho interno necesarias para la ejecución de los actos 
jurídicamente obligatorios de la Unión». Sin embargo, cuando se requieran 
medidas uniformes de ejecución será competente para dictarlas la Comisión 
y, en su caso, el Consejo de Ministros, siempre en el supuesto de que así se 
indique expresamente en el acto obligatorio de la Unión (art. 36 del 
Proyecto). 
Sin poder ahora profundizar en esta cuestión, es un hecho que el Proyecto 
de Constitución ha afianzado la posición del Parlamento Europeo en la acción 
legislativa de la Unión (artículo 111-232 del Proyecto). Cosa lógica, por otra 
parte, si se tiene en cuenta la letra del artículo 19 del Proyecto: «El 
Parlamento Europeo ejercerá conjuntamente con el Consejo de Ministros la 
función legislativa y la función presupuestaria...». Sin embargo, en este mismo 
artículo ya se adelanta que no siempre será así: «...en las condiciones fijadas 
por la Constitución», se afirma. Así pues, el Parlamento Europeo no será, en 
resumen, colegislador en todas las materias, volcándose en ocasiones el peso 
de la decisión en favor del Consejo de Ministros, casos en los que la 
intervención del Parlamento será preceptiva pero no vinculante (artículo 53.2 
del Proyecto). El Proyecto de Constitución Europea no sólo no define un 
régimen parlamentario puro —en la medida que se trata de un sistema en el 
que se confunden la lógica intergubernamental, Consejo, con la existencia de 
un órgano depositario de la voluntad del demos europeo, Parlamento—, sino 
que, como acaba de exponerse, la lógica parlamentaria queda en ocasiones 
suspendida en favor del concurso de soberanías estatales. Ahora bien, es 
igualmente cierto que en esa búsqueda de legitimidad en la actuación de la 
Unión, el Proyecto de Constitución y sus Protocolos pretenden una mayor 
implicación de los parlamentos nacionales en los procesos de decisión 
europea. A tal efecto, acompaña al Proyecto de Constitución, además del ya 
citado Protocolo sobre la aplicación del principio de subsidiariedad, un 
Protocolo denominado «sobre el cometido de los parlamentos nacionales en 
la Unión Europea» («Deseando,..., impulsar una mayor participación de los 
parlamentos nacionales en las actividades de la Unión Europea e incrementar 
su capacidad para manifestar su opinión sobre las propuestas legislativas y 
otros asuntos que consideren de especial interés»). De su lectura se despren-
de, en efecto, la mejor regulación de los cauces de comunicación abiertos que 
deben existir entre los órganos de la Unión y los parlamentos nacionales, al 
objeto, como se ha expuesto, no sólo de que éstos puedan controlar con mayor 
eficiencia la actuación de sus gobiernos respectivos en el seno de la Unión, 
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sino principalmente el facilitar y propiciar que éstos puedan participar en los 
procesos de toma de decisiones. 
Cuestión distinta es la participación de los Parlamentos subestatales en la 
toma de decisiones jurídicamente vinculantes de la Unión cuando tales 
actuaciones puedan afectar, directa o indirectamente, a las competencias de 
las regiones con capacidad legislativa. A salvo de la constitucionalización del 
Comité de la Regiones, órgano por lo demás consultivo (arts. 111-292 a 111-298 
del Proyecto), la participación de las regiones con autonomía política en los 
procesos de toma de decisiones en el marco de la Unión es una cuestión que 
el Proyecto de Constitución soslaya, dejando el asunto en manos de la 
configuración constitucional interna de cada Estado. A salvo queda de este 
planteamiento, aunque su formulación no es más que una manifestación 
concreta de lo dicho, lo dispuesto en el art. 5 del Protocolo sobre la aplicación 
de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad: «Incumbirá a cada 
parlamento nacional o a cada cámara de un parlamento nacional consultar, 
cuando proceda, a los parlamentos regionales que posean competencias 
legislativas». 
2.3. Más democracia, transparencia y eficiencia en la Unión 
Europea 
«La Unión Europea extrae su legitimidad de los valores democráticos que 
proyecta, de los objetivos que persigue y de las competencias e instrumentos 
de que dispone. Pero el proyecto europeo extrae también su legitimidad de 
instituciones democráticas, trasparentes y eficaces». Con estas palabras se 
inicia el apartado de la Declaración de Laeken dedicado a interrogarse en 
prospectiva sobre la composición, organización y competencias de las 
instituciones de la Unión, además de a las relaciones que deben existir entre 
los distintos órganos. Sin embargo, resulta sorprendente que el primer 
interrogante que en el documento se plantea sea precisamente el papel que 
los parlamentos nacionales deben jugar en el proceso de acción de la Unión, 
con la finalidad, se afirma, de «crear un espacio público europeo». Tal vez, 
ya en Laeken, se intuía la imposibilidad de configurar de «golpe y porrazo» 
un esquema de organización que respondiese plenamente a la lógica clásica 
del régimen parlamentario. Como acabamos de hacer referencia a este 
asunto, lo dejaremos aquí, no sin antes hacer referencia al grupo de trabajo 
que la Convención dedicó expresamente a la cuestión. El Grupo «Parlamentos 
nacionales» recomendó el reconocimiento del papel de los parlamentos 
nacionales en el Tratado Constitucional, una mejor información para los 
mismos, quedando obligada la Comisión Europea a trasmitirles directamente 
todo texto consultivo o propuesta legislativa que plantee. Dicha comunica-
ción deberá permitir a los parlamentos nacionales llevar a cabo el control del 
principio de subsidiariedad, así como una mejor actividad de control de las 
políticas europeas. Por último, propondría la constitucionalización de la 
COSAC (Conferencia de órganos especializados en asuntos europeos de los 
Parlamentos de la Comunidad Europea), como foro de intercambio de buenas 
prácticas parlamentarias en el seguimiento y control de la acción europea 
(ver, Protocolo sobre el cometido de los parlamentos nacionales en la Unión 
Europea). 
«La primera pregunta que hay que plantearse, se diría en el documento de 
Laeken, es la de cómo podemos aumentar la legitimidad democrática y la 
transparencia de las instituciones actuales, una pregunta que se aplica a las 
tres Instituciones». Sin ánimos de agotar aquí la ardua cuestión, nos ceñire-
mos a destacar algunas de las novedades que el Proyecto propone. Para ello, 
nos valdremos como guía de algunas de las preguntas que en la Declaración 
de Laeken se proponían a la Convención relativas a las distintas instituciones. 
-¿Debe reforzarse el papel del Parlamento Europeo? ¿Debemos o no 
debemos ampliar el derecho de codecisión? ¿Debe replantearse el modo en 
que se eligen los diputados del Parlamento Europeo? ¿Conviene crear una 
circunscripción electoral europea, o mantener unas circunscripciones electo-
rales establecidas a nivel nacional? ¿Pueden combinarse ambos sistemas?» La 
apuesta por un sistema parlamentario ha quedado como hemos ido viendo en 
estas páginas más en una tendencia que en una realidad. Es cierto, como 
vimos, que el ámbito de codecisión se ha ampliado, reforzándose así el papel 
del Parlamento, pero también dijimos que no en todos los casos su concurso 
es del todo necesario. Nuevamente conviene recordar que en la construcción 
europea la tensión entre la lógica estatal y la lógica de la ciudadanía no llega 
nunca al punto de que la segunda eclipse absolutamente a la primera. En 
cuanto a cómo elegir a los parlamentarios, el Proyecto de Constitución 
prefiere posponer la decisión, remitiéndose a lo que se diga con posterioridad 
en una ley o ley marco europea del Consejo de Ministros: «Se establecerán 
mediante ley o ley marco europea del Consejo de Ministros las medidas 
necesarias para la elección de los miembros del Parlamento Europeo por 
sufragio universal directo de acuerdo con un procedimiento uniforme en todos 
los Estados miembros o de acuerdo con principios comunes a todos los Estados 
miembros» (art. 111-232 del Proyecto). En todo caso, dicha ley o ley marco 
habrá de respetar los principios establecidos en el art. 19.2 del Proyecto: «El 
Parlamento europeo será elegido por los ciudadanos europeos, por sufragio 
universal directo, mediante votación libre y secreta, por un período de cinco 
años. El número de sus miembros no excederá de setecientos treinta y seis. 
Se garantizará la representación de los ciudadanos europeos de manera 
decrecientemente proporcional, con un umbral mínimo de cuatro miembros 
por Estado miembro». La composición definitiva del Parlamento con vistas a 
las elecciones de 2009 y posteriores, será determinada mediante decisión 
unánime del Consejo Europeo, a propuesta del Parlamento y con su aproba-
ción. La cuestión relativa a una o varias circunscripciones queda, pues, sin 
resolver. En la actualidad, como se sabe, la circunscripción son los Estados y, 
si bien en todos ellos el sistema de elección es proporcional, existen 
diferencias apreciables entre ellos. Además, mientras existen Estados que 
aplican una circunscripción única, caso de España, hay otros que cuentan con 
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tantas circunscripciones como regiones, caso de Italia, y otros, por último, 
donde se impone un sistema mixto (Landers-Federación, caso alemán). 
Si la Comisión europea hace las veces de Gobierno en lo que sería un diseño 
parlamentario del poder europeo, lo que se ha avanzado con este Proyecto 
de Constitución ha sido en el proceso de «investidura» en que se verá incurso 
el candidato a presidirla, a propuesta del Consejo Europeo. En efecto, el 
Parlamento Europeo tiene atribuida la competencia, ex artículo 19 del 
Proyecto, para elegir al Presidente de la Comisión conforme el siguiente 
procedimiento: «Teniendo en cuenta el resultado de las elecciones al 
Parlamento Europeo y tras mantener las consultas apropiadas, el Consejo 
Europeo propondrá al Parlamento Europeo, por mayoría cualificada, un 
candidato al cargo de Presidente de la Comisión. El Parlamento Europeo 
elegirá al candidato por mayoría de sus miembros. En caso de que el candidato 
no obtenga dicha mayoría, el Consejo Europeo propondrá al Parlamento 
Europeo un nuevo candidato en el plazo de un mes, por el mismo procedimien-
to». Sin embargo, si tampoco en este segundo intento se alcanzase la mayoría 
requerida, la Constitución no aporta solución alguna, así pues, la crisis 
institucional estará servida. Tampoco se le otorgan al Parlamento, a excep-
ción de las competencias generales de control e investigación (art. 111-235 del 
Proyecto), facultades para remover de su cargo al Presidente de la Comisión. 
Lo que refuerza la idea de que nos encontramos ante un sistema parlamen-
tario imperfecto. La Comisión estará integrada, además de por su Presidente, 
por el Ministro de Asuntos Exteriores de la Unión y trece Comisarios Europeos 
seleccionados por un sistema de rotación en condiciones de igualdad entre los 
Estados miembros. Pese a que todos los esfuerzos ha ido dirigidos a limitar el 
número de Comisarios, la resistencia de los pequeños Estados a perder el 
comisario de su nacionalidad, ha hecho que el Proyecto de Constitución haya 
añadido, junto a los miembros de pleno derecho, un número de comisarios sin 
derecho a voto que procederán del resto de Estados que, en esos momentos, 
no cuenten con un Comisario entre los trece. 
Sin lugar a dudas, la cuestión más polémica del Proyecto de Constitución 
ha sido la relativa al proceso de toma de decisiones en el seno del Consejo de 
la Unión, que, por lo demás, con su incorporación al Proyecto de Tratado 
Constitucional, se integra en la lista de instituciones de la Unión. En efecto, 
conforme al artículo 24.1 del Proyecto el Consejo —que entre otras funciones 
tiene la de impulsar las políticas para el desarrollo de la Unión— adoptará sus 
acuerdos conforme a un sistema en el que, a diferencia de lo dispuesto en el 
Tratado de Niza, se combina el peso de la mayoría de los Estados (factor 
interestatal) con el peso del número de ciudadanos que los Estados favorables 
al acuerdo aportan (factor democrático). Concretamente: «Cuando el Conse-
jo Europeo o el Consejo de Ministros actúen por mayoría cualificada, ésta se 
definirá como una mayoría de Estados miembros que represente al menos las 
tres quintas partes de la población de la Unión» (art. 24.1 del Proyecto). 
Siendo cierto que el elemento poblacional confiere una mayor legitimidad a 
los posibles acuerdos alcanzados, es un hecho que los grandes Estados de la 
Unión pueden constituir, sin gran esfuerzo, una mayoría de bloqueo infran-
queable. Con esta fórmula de decisión el peso político de estos Estados no es 
parangonable al que puedan tener los Estados medianos o pequeños. Asimis-
mo, la otra gran reforma propuesta para el Consejo Europeo es la forma de 
elección del Presidente del Consejo. Abandonando el sistema de turno 
semestral de presidencia, habida cuenta las competencias que se le atribuyen 
al Presidente del Consejo, y con la intención de dar cierta continuidad a su 
labor de impulso político, se propone que su nombramiento sea adoptado por 
el mismo Consejo, por mayoría cualificada, para un mandato de dos años y 
medio; mandato que podrá renovarse una sola vez por un mismo período de 
tiempo. De otro lado, en caso de impedimento o falta grave atribuible al 
Presidente, podrá el Consejo remover al mismo por mayoría cualificada (art. 
21.1 y 2 del Proyecto). Con estas medidas se daba respuesta a la lacónica 
cuestión planteada en la Declaración de Laeken: «¿Es preciso reforzar el papel 
del Consejo?». 
2.4. El camino hacia una Constitución para los ciudadanos euro-
peos 
Una vez repasada la parte orgánica y funcional de la Unión como sistema 
político, queda que analicemos lo relativo a su -alma», es decir, a lo que el 
Proyecto de Constitución tiene de transmisión y garantía de valores concretos 
y efectivos. Nos referimos, como habrá podido intuirse, a la que debe ser la 
parte dogmática que ha de incluir todo texto normativo que lleve el adjetivo 
de «constitucional». Si la Constitución no es más que la normativización del 
Estado democrático, éste último no es otra cosa que la suma del principio de 
mayoría y de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos, 
donde los segundos, precisamente por estar constitucionalizados, son límite 
a la voluntad general que resulte del ejercicio del derecho individual a 
participar en los asuntos públicos. 
Los «convencionales» crearon un grupo de trabajo, conocido como «Grupo 
Carta», para dar respuesta al interrogante planteado abiertamente en el 
Documento de Laeken: «Hay que preguntarse además si la Carta de Derechos 
Fundamentales debe integrarse en el tratado básico y plantearse la cuestión 
de la adhesión de la Comunidad Europea al Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos». Y sus conclusiones no defraudarían las 
expectativas de la primera Convención que redactó a Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea. En efecto, a ambas preguntas se 
respondió afirmativamente por parte del Grupo y ambas propuestas fueron 
finalmente aceptadas por parte de la Convención. Así, la Carta de Derechos 
y Libertades ha sido incorporada al texto constitucional, con ligeras modifi-
caciones, como parte segunda del Proyecto. Se rechazaron expresamente las 
otras dos hipótesis posibles: a) que la Constitución hiciese una mención 
expresa a la Carta, con lo que ésta quedaría mediatamente incorporada al 
Tratado constitucional y b) que se adjuntase la Carta al Proyecto como 
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Protocolo anejo, con lo que sería posible discutir su naturaleza constitucio-
nal, abriéndose así la espinosa posibilidad de que hubiese Estados que 
ratificasen el Proyecto y no el Protocolo. La segunda de las cuestiones, se 
respondería con la decisión del grupo de proponer que el Consejo de Ministros 
de la Unión pueda decidir cuándo y de qué modo se efectuará o no la adhesión. 
Concretamente el artículo 7.2 del Proyecto ha quedado redactado como 
sigue: «La Unión procurará adherirse al Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. Dicha adhesión 
no afectará a las competencias de la Unión que se define en la Constitución» 
(es oportuno aquí recordar que uno de los desafíos a los que se ha enfrentado 
la Convención ha sido el de dotar a la Unión de personalidad jurídica: «La 
Unión tendrá personalidad jurídica», art. 6 del Proyecto). En buena lógica, 
dado que todos los Estados que integran la Unión son parte en el Convenio, 
es un acierto que el sistema de protección europeo tenga como vértice del 
sistema al Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Con ello se evitan en 
buena medida los posibles desacuerdos interpretativos que sobre el conteni-
do de los derechos pudieran darse entre las jurisdicciones constitucionales de 
los Estados y el Tribunal de Justicia de la Unión, en la medida que al TEDH 
tendrá como misión el armonizar la interpretación mínima de los derechos: 
«En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan 
a derechos garantizados por el CEDH, su sentido y alcance serán iguales a los 
que les confiere dicho Convenio. Esta disposición no impide que el Derecho 
de la Unión conceda una protección más extensa» (art. 11-52 del Proyecto). 
Por último, el Grupo expresaría sus cautelas para evitar que, vía derechos 
fundamentales, las competencias de la Unión se ampliasen con claro quebran-
to del principio de atribución. Este miedo ha sido expresamente exorcizado 
con la redacción del artículo 11-51.2: »La presente Carta no amplía el ámbito 
de aplicación del Derecho de la Unión más allá de las competencias de la 
Unión, ni crea ninguna competencia o misión nuevas para la Unión, ni modifica 
las competencias y misiones definidas en las demás Partes de la Constitu-
ción». Por otra parte, los derechos y libertades fundamentales reconocidos 
en la parte dogmática del texto constitucional vinculan a todos los poderes 
de la Unión y a los Estados en la medida que apliquen derecho de la Unión. 
2.5. ¿Constitución o Tratado Constitucional? 
Los contenidos del Proyecto de Tratado constitucional hasta aquí analiza-
do coinciden, casi plenamente, con los elementos que, según García Pelayo, 
integran lo que el denominaba Constitución racional normativa: «la Consti-
tución como un complejo normativo establecido de una sola vez y en el que 
de una manera total, exhaustiva y sistemática se establecen las funciones 
fundamentales del Estado y se regulan los órganos, el ámbito de sus 
competencias y las relaciones entre ellos». Sin embargo, si bien es verdad que 
el comentado Proyecto responde materialmente a dicha definición, no 
estamos tan seguros de que formalmente, legítimamente queremos decir, el 
Proyecto de Constitución responda a la exigencia básica que debe impregnar 
toda Constitución: que sea producto de la sociedad que se pretende constituir 
como comunidad política. Es cierto, por otra parte, que el problema no 
alcanza el punto de poder plantearnos, como hacía Loewenstein, la mayor o 
menor «normatividad» del texto una vez sea aprobado (lo que dicho autor 
hacía era clasificar a las Constituciones dependiendo de su fuerza normativa; 
en concreto, hablaba de constituciones normativas, nominales y semánticas). 
Lo que afirmamos no pretende llegar tan lejos. Ahora bien, si no se cumplen 
uno de los dos requisitos, el texto constitucional tendrá naturaleza jurídica 
y, en consecuencia, será vinculante, pero no en virtud de su naturaleza 
constitucional sino, más bien, por tratarse lisa y llenamente de un texto 
normativo cuya fuente de expresión normativa no es otra que la de «tratado 
internacional». Las consecuencia normativas de esta afirmación no pueden 
soslayarse, pues en la pugna entre Tratado y Constitución es esta última la que 
debe primar. Y Constituciones hay, pero son las de los Estados que integran 
la Unión. Así pues, a lo largo del 2004 veremos como la Unión y los Estados 
hacen para «acercar» el Proyecto de Constitución a la ciudadanía, de tal 
forma que el artículo 1 del Proyecto sea una proyección de la realidad y no 
una imagen parcial de ésta: «La presente Constitución que nace de la voluntad 
de los ciudadanos y de los Estados de Europa de construir un futuro común, 
crea la Unión Europea, a la que los Estados miembros confieren competencias 
para alcanzar sus objetivos comunes. La Unión coordinará las políticas de los 
Estados miembros encaminadas a lograr dichos objetivos y ejercerá, de modo 
comunitario, las competencias que éstos le transfieran». 
Otra cuestión que no podemos dejar de mencionar es la relativa a cómo 
afecta este Proyecto de Constitución a nuestra Constitución española. Desde 
que se presentó el Proyecto no deja de ser recurrente en la comunidad 
científica plantearse, no así en la clase política, si no es un imperativo, 
precisamente para que nuestra Constitución no deje de ser normativa, dar 
entrada a Europa y a su Constitución en la Constitución de 1978. Esta opción 
puede además tener la virtud de dotar mediatamente de legititimidad al 
proyecto europeo. Sin embargo, esta precipitada propuesta no puede ocultar 
que lo que el proyecto europeo necesita es un proceso de legitimación 
directa, por mucho que puedan ser los riesgos que se corran. 
3. EPÍLOGO: UN CONGRESO, UNAS JORNADAS 
Como colofón al año aquí referido, no podemos finalizar esta reseña sin 
hacer mención de dos eventos académicos que han resultado determinantes 
en la actividad de nuestra Facultad y que, sin ninguna duda, reflejan a la 
perfección la impronta constitucional-constituyente propia de 2003: nos 
estamos refiriendo al VIII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional 
y a las Jornadas «Una Constitución para la ciudadanía de Europa». 
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El VIII Congreso iberoamericano de Derecho Constitucional, celebrado los 
días 3, 4 y 5 de diciembre y organizado por el Departamento de Derecho 
Constitucional de esta facultad, marca el hito constitucional, al tener por 
objeto monográfico el XXV aniversario de la Constitución Española. La 
presencia de destacados especialistas en la materia (españoles, portugueses 
y latinoamericanos) se vio acompañada por un altisísimo número de partici-
pantes (más de 700) de la más diversa procedencia. Desde el punto de vista 
organizativo, destacar que se optó por una metodología basada en el trabajo 
simultáneo de 11 mesas, cuyo objeto versó sobre diversos aspectos conteni-
dos en el texto constitucional (Estado autonómico, Justicia constitucional, 
Derechos fundamentales, Principio de igualdad, Minorías, Poder Judicial, 
Partidos políticos, Estabilidad gubernamental, protección internacional de 
derechos), sus antecedentes (momentos constitucionales) y, asimismo, su 
inmediato futuro (la Constitución europea). 
Por su parte, la referencia constituyente se nos presenta de la mano de las 
Jornadas -Una Constitución para la ciudadanía de Europa», celebradas los 
días 23 y 24 de octubre. Bajo la coordinación de tres jóvenes investigadores 
de la casa (E. Gómez Corona, P. Gutiérrez y R. Leñero), un nutrido grupo de 
expertos en la materia dedicaron sus esfuerzos a condensar los logros y 
carencias inherentes al proyecto de Constitución europea elaborado por la 
Convención. La reciente publicación en una monografía de tales contribucio-
nes (sic. «Una Constitución para la ciudadanía de Europa», Aranzadi-Funda-
ción El Monte, 2004) es la mejor prueba del esfuerzo realizado. 
